SOLUCIÓN PACÍFICA DE CONTROVERSIAS 

INTERNACIONALES ENTRE ESTADOS
(Resumen de clases)

Apunte Prof. Carlos Dettleff
I
Introducción

“Una controversia es un desacuerdo sobre un punto de derecho o de hecho, una oposición de tesis jurídicas o de intereses entre dos personas” CPJI en el asunto Concesiones Mavromatis en Palestina (1924). Según el concepto entregado, vemos que debe existir una diferencia, una oposición de intereses que debe ser manifiesta, que debe exteriorizarse entre las partes bien identificadas. El Juez Fitzmaurice en el caso Camerún Septentrional (1963) fue claro al establecer que para que exista una controversia es necesario: “que una de las partes formule o haya formulado, a propósito de una acción, omisión o comportamiento presente o pasado de la otra, una queja, pretensión o protesta cuya validez ésta impugna, rechaza o niega, expresa o implícitamente al persistir en la acción, omisión o comportamiento incriminados, no adoptar la medida demandada o no conceder la reparación deseada”. La definición Mavromatis puede ser criticada en el sentido que habla de intereses, pero la existencia de intereses opuestos no siempre constituye una controversia jurídica. Un exportador de petróleo tratará siempre de exportar a un precio alto, mientras que el comprador a lograr el menor precio posible, aquí claramente hay intereses opuestos pero no necesariamente una controversia.
La CIJ en el caso South West Africa señaló: “No es suficiente que una de las partes en una controversia afirme que existe una controversia con la otra parte. Una mera afirmación no es suficiente para probar la existencia de una controversia como tampoco lo es la mera negación para demostrar su inexistencia. Tampoco es suficiente demostrar que los intereses de las dos partes están en conflicto. Debe demostrarse que la afirmación de una de las partes es rechazada positivamente por la otra”.
La jurisprudencia de la CIJ nos entrega algunos elementos para decidir la existencia de una controversia:

1. La determinación de la existencia de una controversia es una materia de fondo, no es una cuestión de forma o de procedimiento.

2. Es necesario demostrar que la pretensión de una de las partes es positivamente opuesta por la otra. En el caso Nicaragua/Colombia 2016 la Corte señaló que la existencia de una Nota Diplomática de protesta si bien es un paso importante para señalar una reclamación de una de las partes a la atención de la otra, tal protesta nos es una condición necesaria para la existencia de una controversia, Si una de las partes mantiene la aplicación de un tratado y la otra lo niega, la diferencia de opinión sobre la aplicabilidad del tratado por sí sola para confirmar la existencia de una controversia.
3. La Corte en el caso Georgia/Rusia señaló que la existencia de una controversia puede deducirse de la falta de respuesta de un Estado a una reclamación en circunstancias de existir una obligación de responder”. En el caso Nicaragua/Colombia de 2016 la Corte estimó que el hecho que las partes se hayan manifestado dispuestas a dialogar no prueba por sí mismo que no exista una controversia entre ellas respecto de la materia en disputa.
4. En el Caso Georgia/Rusia señaló: si bien la existencia de una controversia y la realización de negociaciones son distintas en principio, las negociaciones pueden ayudar a demostrar la existencia de la controversia y delimitar su objeto.

5. La controversia deben especificar claramente las cuestiones entre las partes. Un litigio hipotético o una cuestión in abstracto no puede considerarse una controversia de solución judicial. En el caso Norther Cameroon señaló que la corte sólo puede pronunciarse en relación con casos concretos en los que exista en el momento del fallo una controversia real que implique un conflicto de intereses jurídicos entre las partes.
6. En el Caso Bélgica/Senegal señaló: el litigio debe existir en principio en el momento de la presentación de la demanda ante la Corte: en principio la fecha crítica para determinar la existencia de un litigio es la fecha en que la demanda se presenta ante el tribunal de justicia.
II
Principios que rigen la solución de controversias

Dos principios generales informan la solución de controversias en el Derecho Internacional actual:
II.1
La obligación de arreglo pacífico. Esta obligación se encuentra establecida en el Art. 2.3 y 33.1 de la Carta de Naciones Unidas (en adelante la Carta) y es hoy uno de los principios fundamentales del DI, una norma general de carácter imperativa que fue declarada en la Carta y desarrollada después en un sinnúmero de declaraciones de la Asamblea General de Naciones Unidas como de otras organizaciones de carácter regional: 
Artículo.2 Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes Principios: 4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas. 

El artículo 33.1 por su parte establece: 
Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección. 

Se trata de una norma de DI que cristalizó recién con la Carta de Naciones Unidas, en el Derecho Internacional clásico, los Estados podían con absoluta libertad recurrir o no a los medios de solución pacífica, la alternativa del uso de la fuerza era lícita. Sin embargo, este avance no fue complementado con una especie de jurisdicción obligatoria, en la cual un Estado pudiera demandar y el otro estar obligado a comparecer.
II.2
La Libre elección de los medios. De acuerdo a las normas generales de DI, todo Estado debe solucionar pacíficamente sus controversias, pero nada garantiza su sometimiento sin la concurrencia de su voluntad, sin el necesario acuerdo de los Estados implicados en ella para someterla a un mecanismo de solución pacífica. 
El consentimiento puede ser otorgado con anticipación a la controversia: 
a) tratados generales de solución pacífica de controversias, el ejemplo más claro es el Tratado General de Arbitraje firmado entre Chile y Argentina el año 1902: Artículo 1° Las Altas Partes contratantes se obligan a someter a juicio arbitral, todas las controversias de cualquier naturaleza que por cualquier causa surgieren entre ellas, en cuanto no afecten a los preceptos de la Constitución de uno u otro país y siempre que no puedan ser solucionadas mediante negociaciones directas.

 b) cláusulas compromisorias incluidas en tratados, por ejemplo el artículo 30 de la Convención contra la Tortura y otros tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984: Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención, que no puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje, a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las Partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.   
c) mediante declaraciones unilaterales como el caso de la Cláusula Opcional de la Corte Internacional de Justicia, un ejemplo de una declaración general es la hecha por Camerún en 1994: s
     On behalf of the Government of the Republic of Cameroon, I have the honour to declare that: The Government of the Republic of Cameroon, in accordance with Article 36, paragraph 2, of the Statute of the Court, recognizes as compulsory ipso facto and without special agreement, in relation to any other State accepting the same obligation, the jurisdiction of the Court in all legal disputes.

     This declaration shall remain in force for a period of five years. It shall subsequently continue to produce effect until contrary notification or written amendment by the Government of the Republic of Cameroon.

(Signed) Ferdinand Léopold OYONO,
Minister for Foreign Affairs

El consentimiento también puede ser otorgado con posterioridad al surgimiento de la controversia, mediante un documento ad hoc en el cual las partes manifiesten su voluntad de someterla a un sistema de solución elegido por ellas. Ejemplo el Compromiso Arbitral firmado el 31 de octubre de 1991 por los gobiernos de Chile y Argentina para someter a arbitraje la traza del límite de los dos países en el sector comprendido entre el hito 62 y el Monte Fitz Roy (el llamado caso Laguna del Desierto). El tribunal quedó constituido por 5 miembros: Reinaldo Galindo Poll, salvadoreño; Rafael Nieto, colombiano; Pedro Nikken, venezolano; Julio Barberis, argentino y Santiago Benadava, chileno. El tribunal se constituyó el 16 de diciembre de 1991 en Río de Janeiro.
III
Métodos políticos o diplomáticos

Estudiaremos en primer lugar los medios políticos o diplomáticos y con posterioridad los medios jurisdiccionales, debe quedar en claro que no hay una jerarquía entre ellos. Los Estados pueden utilizar libremente cualquiera de ellos e incluso de manera simultánea o combinar elementos de unos y otros. La obligación es encontrar una solución pacífica por ello el sistema de solución pacífica de controversias debe ser lo más flexible posible. 

  Los métodos diplomáticos o políticos de solución de controversias se caracterizan por no ser vinculantes y dar menor énfasis a la defensa jurídica de sus posiciones, se trata de buscar soluciones políticas, ajenas al derecho.

a) Negociación: Es la forma más frecuente, directa y simple para resolver disputas entre Estados, éstos se juntan en un intercambio diplomático de ideas para encontrar solución a sus problemas. Las negociaciones pueden tener lugar vía misiones de carácter semi-permanentes, como las negociaciones llevada a cabo sobre armamento en Ginebra o por medio de reuniones convocadas cada vez que se produce algún problema. Muchas veces se requiere agotar las negociaciones directas para pasar después a algún método jurisdiccional. Recordemos los principios y guía de la Asamblea General de la Naciones Unidas AGNU 1998 señalando de los Estados en sus negociaciones deben ser guiados por los principios y normas relevantes del Derecho Internacional. Las negociaciones deben entonces estar guiadas por un genuino interés, de buena fe, por lo menos de una de las partes de resolver la disputa.
b) Los Buenos Oficios: Consisten en la intervención de un tercero ajeno a la controversia que interviene sólo con el objeto de crear las condiciones requeridas por las partes para continuar las negociaciones interrumpidas. No deciden la disputa, sólo aproximan a las partes para que vuelvan a negociar. Su objeto último es conseguir la reanudación de las negociaciones.
c) Mediación: Es un paso más del anterior, el mediador no sólo aproxima a las partes sino que también participa en la resolución del conflicto, sugiere fórmulas de entendimiento que las partes podrán después asumir en un compromiso obligatorio. Ejemplo de esta situación fue la Mediación solicitada por Chile y Argentina al Papa Juan Pablo II mediante el Acta de Montevideo de enero de 1979 para dirimir el caso del Canal Beagle, mediación que se tradujo en el posterior Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina firmado en El Vaticano el 29 de noviembre de 1984.
d) Investigación: las comisiones de investigación tiene por objeto establecer, aclarar los hechos que generan la controversia pero no proponen una solución al conflicto. El ejemplo más conocido es el caso Dogger Bank entre Gran Bretaña y Rusia. Durante la Guerra Ruso Japonesa unos barcos de guerra rusos bombardearon a unos pesqueros ingleses creyendo que se trataba de naves japonesas. Se nombró una comisión de almirantes de diferentes nacionalidades que tuvo por objeto investigar los hechos y las circunstancias en que ellos habían acaecido. La Comisión de Investigación llegó a la conclusión de que era perfectamente posible, a la hora y día en que ocurrieron, haber podido distinguir que se trataba de barcos de pesca británicos y no buques de guerra enemigos. Sobre esta base, las partes después negociaron el monto y forma de pago de la indemnización. Debemos resaltar aquí la importancia que han adquirido las comisiones de investigación en materia de Derechos Humanos y como se ha transformado en un mecanismo muy utilizado por el Consejo de Derechos Humanos.
Recordemos también el tratado Bryan Suarez Mujica entre USA y Chile de 1914 y el caso estudiado en clases.
e) Conciliación: Es el mecanismo más cercano a los métodos jurisdiccionales, si bien los resultados de una comisión de conciliación no son vinculantes, su funcionamiento, su constitución, su técnica procesal y la existencia de un marco cuasi-institucionalizado que le proporcionan los Estados, hace de ella un procedimiento muy utilizado.  Las comisiones de conciliación investigan los hechos y en su informe proponen soluciones que las partes libremente aceptarán o rechazarán. Ver la Comisión de Conciliación establecida en el artículo 5 del Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina de 1984.
IV
Métodos Jurisdiccionales: Arbitraje y Solución Judicial
IV.1
El Arbitraje: La Comisión de Derecho Internacional ha definido el arbitraje como un mecanismo de solución de diferencias entre Estados mediante una sentencia obligatoria fundada en derecho dictada a consecuencia de un acuerdo voluntariamente aceptado”. Debemos agregar que dicha sentencia es dictada por un tribunal cuyos miembros son elegidos por las partes.
Características:

· La elección de los árbitros la hacen las partes lo que lo distingue de la solución judicial donde los miembros del tribunal ya están nombrados.

· Existe la obligación de las partes de cumplir con el laudo arbitral, a diferencia de los mecanismos políticos donde no existía obligación de seguir las formulas ofrecidas por el mediador o el informe de la comisión de conciliación.

· Los tribunales arbitrales son generalmente creados para conocer de una diferencia puntual, específica.
· Son las partes las que deben definir la controversia y señalar el derecho aplicable. Aquí existe plena libertad incluso para establecer que la sentencia se dicte en función de normas no vinculantes en el Derecho Internacional por ejemplo aplicar normas de soft law, declaraciones entre los estados etc.
· El tribunal puede consistir en un árbitro único: El artículo tercero del Tratado General de Arbitraje entre Chile y Argentina de 1902 señala: Las Altas Partes contratantes designan como Arbitro al Gobierno de Su Majestad Británica. Si alguna de las partes llegara a cortar sus relaciones amistosas con el Gobierno de Su Majestad Británica, ambas partes designan como Arbitro para tal evento al Gobierno de la Confederación Suiza. Por esta razón fue la Reina Isabel II en los arbitrajes con Argentina de Palena 1966 y Canal Beagle 1977. El artículo 12 del Tratado de Lima de 1929 señala: “Para el caso en que los Gobiernos del Perú y de Chile, no estuvieren de acuerdo en la interpretación que den a cada una de las diferentes disposiciones de este Tratado, y en que, a pesar de su buena voluntad, no pudiesen ponerse de acuerdo, decidirá el Presidente de los Estados Unidos de América la controversia”.
Para el caso de Laguna del Desierto ambos gobierno decidieron el 2 de agosto de 1991 someter la diferencia a arbitraje celebrando el respectivo compromiso que fue promulgado el 25 de noviembre de 1991 y publicado el 5 de enero de 1992. Su artículo 3 señala: 1. El Tribunal estará compuesto por los siguientes miembros: señores Reynaldo Galindo Pohl, Rafael nieto Navia y Pedro Nikken, nombrados por las Partes de común acuerdo; Santiago Benadava, nombrado por el Gobierno de la República de Chile; y Julio Barberis, nombrado por el Gobierno de la República Argentina.  2. El Presidente del Tribunal será elegido por los árbitros de entre ellos mismos.  3. El Secretario del Tribunal será designado por éste en consulta con las Partes.

Convenio de Arbitraje: Es el instrumento jurídico en virtud del cual las partes en la controversia manifiestan su acuerdo de someterla al arreglo arbitral, estando regida su celebración y condiciones de validez por el derecho de los tratados. Este acuerdo, llamado compromiso, puede establecerse en previsión de futuras controversias como de otras ya existentes ej.: Compromiso para someter a arbitraje el recorrido de la traza del límite entre la republica de chile y la republica argentina en el sector comprendido entre el hito 62 y el monte Fitz Roy. El compromiso tiene carácter de tratado internacional y su nulidad conlleva la nulidad del laudo posterior.
Definición de la Controversia: Las partes deben definir claramente la controversia o entregar al tribunal los elementos necesarios para su definición. Recordemos que si el tribunal incorpora elementos ajenos a la controversia entraría en la causal de nulidad de Ultra Petita y de no resolver la controversia de falta de resolución de lo disputado. ARTICULO I Ambas Partes solicitan al Tribunal Arbitral (en adelante "el Tribunal") que decida el recorrido de la traza del límite en el sector comprendido entre el Hito 62 y el Monte Fitz Roy, de la 3ra. Región, definida en el número 18 del Informe del Tribunal Arbitral de 1902 y analizada en detalle en el párrafo final del número 22 del citado informe.

Derecho Aplicable: el órgano arbitral debe atenerse al acuerdo de las Partes referido al derecho aplicable. Son las partes las que definen, jerarquizan y fijan en el tiempo las normas y principios sobre los que ha de fundarse la sentencia. Las partes pueden además facultar al tribunal a dictar su sentencia fundada en la equidad., situación que puede convenir si los fundamentos jurídicos no acompañan la pretensión pero si razones históricas, de ocupación temprana etc. ARTICULO II 1. El Tribunal decidirá interpretando y aplicando el Laudo de 1902, conforme al derecho internacional.  2. Para tal efecto, no constituirán precedentes los principios, pautas, criterios o normas específicos aplicados en las soluciones adoptadas en virtud de la Declaración Presidencial del 2 de agosto de 1991, relativos a otras secciones del Límite.

Procedimiento y sentencia: Las partes fijan el procedimiento al tribunal como también el lugar en que sesionará, en caso de silencio o desacuerdo será el propio tribunal el que fijará su procedimiento. En la actualidad existe una tendencia en acercar los procedimientos arbitrales a los procedimientos de los tribunales judiciales permanentes, por lo general se dividen en fases escritas y orales, proceden medidas cautelares, excepciones preliminares, comparecencia de terceros, término probatorio y el derecho de los árbitros de incluir opiniones disidentes. 
La sentencia arbitral debe ser motivada, es obligatoria y definitiva. Si bien no existen formas para lograr su cumplimiento forzoso, éste queda sometido a la buena fe y a la honra de las partes. 
ARTICULO VI

 El Tribunal funcionará en la sede del Comité Jurídico Interamericano, en la ciudad de Río de Janeiro, sin perjuicio de que determinadas sesiones o audiencias puedan celebrarse en otro local de esa ciudad.

 ARTICULO VII

 1. El idioma de trabajo será el español.

 2. Si alguna de las exposiciones orales es hecha en otro idioma, el Secretario del Tribunal dispondrá los arreglos necesarios para su interpretación simultánea al español.

 3.- Los documentos que las Partes presente como anexos a las memorias y contramemorias en inglés o francés no requerirán de traducción al español.

 ARTICULO VIII

1. El procedimiento escrito consistirá en la presentación de memorias y contramemorias.

Cada una de las Partes presentará una memoria antes del 1° de septiembre de 1992.

Cada una de las Partes presentará una contramemoria antes del 1° de junio de 1993.

Las memorias y las contramemorias serán transmitidas por el Secretario del Tribunal simultáneamente a cada una de las Partes.  La falta de presentación de cualquiera de los escritos dentro de los plazos señalados no obstaculizará ni demorará la prosecución del arbitraje.  No habrá lugar a ninguna otra presentación escrita de las Partes, salvo que el Tribunal así lo decidiere para mejor resolver.

2. Las exposiciones orales se iniciarán el 1° de octubre de 1993.

3. Cualquiera de las Partes podrá presentar documentos adicionales hasta cuatro semanas antes de la apertura de las exposiciones orales. Después de esa fecha sólo podrán ser presentados nuevos documentos con el consentimiento de la otra Parte. 

4. El Tribunal podrá, oyendo a la otra Parte, ampliar los plazos a que se refiere este artículo, si alguno de las Partes se lo solicita con una anticipación no menor de quince días al vencimiento del respectivo plazo.

5. Las Partes, de común acuerdo, podrán solicitar al Tribunal la reducción de los plazos señalados en el presente artículo.

6. El Tribunal procurará dictar su sentencia antes del 1 de marzo de 1994 .

Artículo 36° del Anexo II del Tratado de Paz y Amistad. La sentencia será obligatoria para las Partes, definitiva e inapelable. Su cumplimiento está entregado al honor de las Naciones signatarias del Tratado de Paz y Amistad.

Recursos: En contra de las sentencias arbitrales proceden los recursos de interpretación, con el objeto de aclarar el sentido de los términos de la sentencia y el recurso de revisión de carácter más estricto, fundado en la existencia de hechos sucedidos con anterioridad a la sentencia pero de los cuales no tuvo conocimiento el tribunal y que de haberlos conocido hubieran llevado al tribunal a fallar de forma diferente. Chile dedujo ambos recursos en contra de la sentencia dictada en el caso Laguna del Desierto, recursos que no fueron acogidos por el tribunal arbitral en sentencia dictada el 7 de marzo de 1996.
La sentencia arbitral está sometida a requisitos de validez que, de ser vulnerados, generan su nulidad. La nulidad de un laudo genera una nueva controversia y su sometimiento a un medio de solución queda sujeta a la voluntad y elección de las partes. La Comisión de Derecho Internacional recomendó que la nulidad de las sentencias arbitrales sea conocida por la Corte Internacional de Justicia, dos casos ha conocido la Corte en los cuales determinó que las sentencias eran válidas: Sentencia del Rey de España de 1906 sobre la controversia fronteriza en Honduras y Nicaragua (1960) y la sentencia arbitral dictada en 1989 sobre la delimitación marítima entre Guinea Bissau y Senegal (1991).  Las causales de nulidad de una sentencia arbitral son: a) exceso de poder del tribunal, b) corrupción de uno de sus miembros, c) falta de motivación de la sentencia o infracción a una norma fundamental de procedimiento y d) nulidad del compromiso.
NOTA: se entiende parte de este apunte el Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina de 1984 siendo de lectura obligatoria, especialmente su ANEXO I referido a la Comisión de Conciliación y al Arbitraje. (Se adjunta al presente apunte).
VI.2 Solución Judicial: Consiste en el sometimiento de la controversia a un tribunal internacional de carácter permanente, integrado por jueces independientes elegidos con anterioridad a la controversia según las normas de su propio estatuto, que actúa conforme al procedimiento prescrito y dicta sentencias obligatorias conforme al derecho internacional.
Las diferencias con el arbitraje son evidentes: el carácter permanente del tribunal, la elección de los jueces, el procedimiento y el derecho aplicable. No existe mayor intervención de las partes, ellas pierden en parte el control, el manejo, el ejercicio del poder en la solución de la controversia.

Los tribunales judiciales internacionales tienen un carácter variado, su competencia está delimitada por el territorio o la materia o ambas, por ejemplo la Corte Europea de Derechos Humanos tiene una competencia delimitada territorialmente: Europa y temáticamente: materias de derechos humanos; o el Tribunal Internacional del Mar referido sólo a cuestiones marítimas indistintamente de donde ocurran etc. Siendo la Corte Internacional de Justicia el único tribunal de carácter universal y general en la medida que puede dirimir toda suerte de contenciosos de orden jurídico que le sometan los Estados, por esta razón nos dedicaremos a conocer su organización y funcionamiento.
La Corte Internacional de Justicia La Corte está compuesta por 15 miembros electos por la Asamblea General y el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por un periodo de 9 años pudiendo ser reelegidos. Los Estados que tengan una controversia en la Corte y no cuenten con un juez de su nacionalidad pueden nombrar un Juez ad hoc. Si bien el estatuto de la Corte establece que los jueces son electos sin tener en cuenta su nacionalidad, en la práctica existe una distribución equitativa según representación geográfica. Los cinco miembros del Consejo de Seguridad, excepto China, han mantenido su represtación desde el momento de su creación.
Un caso puede ser del conocimiento del pleno para lo cual se requiere un quórum de 9 miembros o en salas de 3 o más jueces. El 1982 se creó la primera sala especial para el caso de la delimitación Golfo de Maine entre Estados Unidos y Canadá.
Jurisdicción contenciosa y consultiva 

a) La Corte en base a su jurisdicción contenciosa resuelve controversias entre dos o más Estados. De acuerdo al artículo 34 del Estatuto, sólo los Estados pueden someter sus controversias al conocimiento de la Corte no las organizaciones Internacionales ni los particulares. Todos los miembros de la Naciones Unidas son miembros ipso facto del Estatuto de la Corte y también lo son los estados no miembros que han aceptado el Estatuto, que han declarado someterse a sus fallos y contribuyen económicamente a su funcionamiento. (Ej. Suiza, San Marino, Liechtenstein).
La Corte ejerce su jurisdicción contenciosa sólo si las partes han manifestado su consentimiento se someterse a ella, este consentimiento puede entregarse (artículo 36 del Estatuto, leer):

· Todos los litigios que las partes voluntariamente le sometan, por acuerdo entre ellas previo o posterior al nacimiento de la controversia ya sea por un tratado general de solución de controversias (ejemplo el Tratado General de Solución Judicial de Controversias entre Chile y Argentina de 1972 cuya vigencia terminó con el tratado de Paz y Amistad de 1984), una cláusula compromisoria, o un acuerdo ad hoc una vez ya generada.
· Por la cláusula opcional, Art. 36.2, esto es declaraciones unilaterales sometidas a modalidad que operan en función de la reciprocidad. 
· Por la prórroga de foro. 

b) Jurisdicción consultiva. De acuerdo al artículo 96 de la Carta y 65 del Estatuto, la Corte puede emitir opiniones consultivas respecto a cualquier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ellos por la Carta de las Naciones Unidas. Según el artículo 96 de la Carta estos son: La Asamblea General y el Consejo de Seguridad pudiendo también otros organismos de UN siempre y cuando sean autorizados por la Asamblea General.
Cumplimiento del Fallo: La sentencias de la Corte son obligatorias, definitivas e inapelables, lo cual no obsta como en el caso del arbitraje que puedan interponerse demandas de interpretación y revisión (artículo 60 del Estatuto). El cumplimiento de un fallo de la Corte Internacional de Justicia queda a la buena fe y honor de las partes. Sin embargo, el artículo 94.2 de la Carta establece un derecho para el Estado que ha obtenido una sentencia favorable que puede ser de gran utilidad para obligar al Estado perdedor: “Si una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones que le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer recomendaciones o dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo”.
Por lo general los fallos de la Corte han sido cumplidos con mayor o menor retardo, el ejemplo clásico de incumplimiento era la suma impaga a la cual fue condenada Albania a pagar a Reino Unido el año 1949 (Caso Estrecho de Corfú)  fue pagado gracias a un acuerdo concluido el año 1992. Otra situación fue la sentencia en contra de los Estados Unidos dictada en el caso Actividades militares y paramilitares en y contra de Nicaragua de 27 de junio de 1986, el incumplimiento de los Estados Unidos fue subsanado por el acuerdo alcanzado con el gobierno de Violeta Chamorro una vez que los Sandinistas abandonaron el poder en Nicaragua. (si bien el monto pagado muy inferior al establecido en la sentencia). 
Tratado de Paz y Amistad

8 de Enero de 1984

En nombre de Dios Todopoderoso,

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Argentina,

Recordando que el ocho de enero de mil novecientos setenta y nueve solicitaron a la Santa Sede que actuara como Mediador en el diferendo suscitado en la zona austral, con la finalidad de guiarlos en las negociaciones y asistirlos en la búsqueda de una solución; y que requirieron su valiosa ayuda para fijar una línea de delimitación, que determinara las respectivas jurisdicciones al Oriente y al Occidente de esa línea, a partir del término de la delimitación existente;

Convencidos que es deber ineludible de ambos Gobiernos dar expresión a las aspiraciones de paz de sus Pueblos;

Teniendo presente el Tratado de Límites de 1881, fundamento inconmovible de las relaciones entre la República Argentina y la República de Chile, y sus instrumentos complementarios y declaratorios;

Reiterando la obligación de solucionar siempre todas sus controversia por medios pacíficos y de no recurrir jamás a la amenaza o al uso de la fuerza en sus relaciones mutuas;

Animados del propósito de intensificar la cooperación económica y la integración física de sus respectivos países;

Teniendo especialmente en consideración la “Propuesta del Mediador, sugerencia y consejos”, de doce de diciembre de mil novecientos ochenta;

Testimoniando, en nombre de sus Pueblos, los agradecimientos a Su Santidad el Papa Juan Pablo II por sus esclarecidos esfuerzos para lograr la solución del diferendo y fortalecer la amistad y el entendimiento entre ambas Naciones;

Han resuelto celebrar el siguiente Tratado, que constituye una transacción, a cuyo efecto vienen en designar como sus Representantes:

Su Excelencia el Presidente de la República de Chile al señor Jaime del Valle Alliende, Ministro de Relaciones Exteriores;

Su Excelencia el Presidente de la República Argentina al señor Dante Mario Caputo, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto; quienes han convenido lo siguiente:

Artículo 1°. Las Altas Partes Contratantes, respondiendo a los intereses fundamentales de sus Pueblos, reiteran solemnemente su compromiso de preservar, reforzar y desarrollar sus vínculos de paz inalterable y amistad perpetua.

Las Partes celebrarán reuniones periódicas de consulta en las cuales examinarán especialmente todo hecho o situación que sea susceptible de alterar la armonía entre ellas, procurarán evitar que una discrepancia de sus puntos de vista origine una controversia y sugerirán o adoptarán medidas concretas tendientes a mantener y afianzar las buenas y relaciones entre ambos países.

Artículo 2°. Las Partes confirman su obligación de abstenerse de recurrir directa o indirectamente a toda forma de amenaza o uso de la fuerza y de adoptar toda otra medida que pueda alterar la armonía en cualquier sector de sus relaciones mutuas.

Confirman asimismo su obligación de solucionar siempre y exclusivamente por medios pacíficos todas las controversias, de cualquier naturaleza, que por cualquier causa hayan surgido o puedan surgir entre ellas, en conformidad con las disposiciones siguientes.

Artículo 3°. Si surgiere una controversia, las Partes adoptarán las medidas adecuadas para mantener las mejores condiciones generales de convivencia en todos los ámbitos de sus relaciones y para evitar que la controversia se agrave o se prolongue.

Artículo 4°. Las Partes se esforzarán por lograr la solución de toda controversia entre ellas mediante negociaciones directas, realizadas de buena fe y con espíritu de cooperación.

Si, a juicio de ambas Partes o de una de ellas, las negociaciones directas no alcanzaren un resultado satisfactorio, cualquiera de las Partes podrá invitar a la otra a someter la controversia a un medio de arreglo pacífico elegido de común acuerdo.

Artículo 5°. En caso de que las Partes, dentro del plazo de cuatro meses a partir de la invitación a que se refiere el artículo anterior, no se pusieren de acuerdo sobre otro medio de arreglo pacífico y sobre el plazo y demás modalidades de su aplicación, o que obtenido dicho acuerdo la solución no se alcanzare por cualquier causa, se aplicará el procedimiento de conciliación que se estipula en el Capítulo I del Anexo Nº 1.

Artículo 6°. Si ambas Partes o una de ellas no hubieren aceptado los términos de arreglo propuestos por la Comisión de Conciliación dentro del plazo fijado por su Presidente, o si el procedimiento de conciliación fracasare por cualquier causa ambas Partes o cualquiera de ella podrá someter la controversia al procedimiento arbitral establecido en el Capítulo II de1 Anexo Nº 1.

El mismo procedimiento se aplicará cuando las Partes, en conformidad con el Artículo 4°, elijan el arbitraje como medio de solución de la controversia, a menos que ellas convengan otras reglas.

No podrán renovarse en virtud del presente artículo las cuestiones que hayan sido objeto de arreglos definitivos entre las Partes. En tales casos, el arbitraje se limitará exclusivamente a las cuestiones que se susciten sobre la validez, interpretación y cumplimiento de dichos arreglos.

Delimitación Marítima

Artículo 7°. El límite entre las respectivas soberanías sobre el mar, suelo y subsuelo de la República Argentina y de la República de Chile en el Mar de la Zona Austral a partir del término de la delimitación existente en el Canal Beagle, esto es, el punto fijado por las coordenadas 55° 07’,3 de latitud Sur y 66° 25’,0 de longitud Oeste, será la línea que una los puntos que a continuación se indican:

A partir del punto fijado por las coordenadas 55° 07',3 de latitud Sur y 66° 25’,0 longitud Oeste (punto A), la delimitación seguirá hacia el Sudeste una línea loxodrómica hasta un punto situado entre las costas de la Isla Nueva y de la Isla Grande de Tierra del Fuego, cuyas coordenadas son 55° 11’,0 de latitud Sur y 66° 04’,7 de longitud Oeste (punto B); desde allí continuará en dirección Sudeste en un ángulo de cuarenta y cinco grados, medido en dicho punto B, y se prolongará hasta el punto cuyas coordenadas son 55° 22’, 9 de latitud Sur y 65° 43’,6 de longitud Oeste (punto C); seguirá directamente hacia el Sur por dicho meridiano hasta el paralelo 56° 22’,8 de latitud Sur (punto D); desde allí continuará por ese paralelo situado a veinticuatro millas marinas al Sur del extremo más austral de la Isla Hornos, hacia el Oeste hasta su intersección con el meridiano correspondiente al punto más austral de dicha Isla Hornos en las coordenadas 56° 22’,8 de latitud Sur y 67° 16’,0 de longitud Oeste (punto E); desde allí el límite continuará hacia el Sur hasta el punto cuyas coordenadas son 58° 21’,1 de latitud Sur y 67° 16’,0 longitud Oeste (punto F).

La línea de delimitación marítima anteriormente descrita queda representada en la Carta Nº I anexa. Las Zonas Económicas Exclusivas de la República Argentina y de la República de Chile se extenderán respectivamente al Oriente y al Occidente del límite así descrito.

Al Sur del punto final del límite (punto F), la Zona Económica Exclusiva de la República de Chile se prologará, hasta la distancia permitida por el derecho internacional, al Occidente del meridiano 67° 16’,0 de longitud Oeste, deslindando al Oriente con el alta mar.

Artículo 8°. Las Partes acuerdan que en el espacio comprendido entre el Cabo de Hornos y el punto más oriental de la Isla de los Estados, los efectos jurídicos del mar territorial quedan limitados, en sus relaciones mutuas, a una franja de tres millas marinas medidas desde sus respectivas líneas de base.

En el espacio indicado en el inciso anterior, cada Parte podrá invocar frente a terceros Estados la anchura máxima de mar territorial que le permita el derecho internacional.

Artículo 9°. Las Partes acuerdan denominar “Mar de la Zona Austral” el espacio marítimo que ha sido objeto de delimitación en los dos artículos anteriores.

Artículo 10°. La República Argentina y la República de Chile acuerdan que en el término oriental del Estrecho de Magallanes, determinado por Punta Dungenes en el Norte y Cabo del Espíritu Santo en el Sur, el límite en sus respectivas soberanías será la línea recta que una el “Hito Ex-Baliza Dungenes”, situado en el extremo de dicho accidente geográfico, y el “Hito I Cabo del Espíritu Santo” en Tierra del Fuego.

La línea de delimitación anteriormente descrita queda representada en la Carta Nº II anexa.

La soberanía de la República Argentina y la soberanía de la República de Chile sobre el mar, suelo y subsuelo se extenderán, respectivamente, al Oriente y al Occidente de dicho límite.

La delimitación aquí convenida en nada altera lo establecido en el Tratado de Límites de 1881, de acuerdo con el cual el Estrecho de Magallanes está neutralizado a perpetuidad y asegurada su libre navegación para las banderas de todas las naciones en los términos que señala su Artículo V.

La República Argentina se obliga a mantener, en cualquier tiempo y circunstancias, el derecho de los buques de todas las banderas a navegar en forma expedita y sin obstáculos a través de sus aguas jurisdiccionales hacia y desde el Estrecho de Magallanes.

Artículo 11°. Las Partes se reconocen mutuamente las líneas de base rectas que han trazado en sus respectivos territorios.

Cooperación Económica e Integración Física

Artículo 12°. Las Partes acuerdan crear una Comisión Binacional de carácter permanente con el objeto de intensificar la cooperación económica y la integración física. La Comisión Binacional estará encargada de promover y desarrollar iniciativas, entre otros, sobre los siguientes temas: sistema global de enlaces terrestres, habilitación mutua de puertos y zonas francas, transporte terrestre, aeronavegación, interconexiones eléctricas y telecomunicaciones, explotación de recursos naturales, protección del medio ambiente y complementación turística.

Dentro de los seis meses de la entrada en vigor del presente Tratado, las Partes constituirán la Comisión Binacional y establecerán su reglamento.

Artículo 13°. La República de Chile, en ejercicio de sus derechos soberanos, otorga a la República Argentina las facilidades de navegación que se especifican en los Artículos 1° al 9° del Anexo Nº 2.

La República de Chile declara que los buques de terceras banderas podrán navegar sin obstáculos por las rutas indicadas en los Artículos 1° y 8° del Anexo Nº 2, sujetándose a la reglamentación chilena pertinente.

Ambas Partes acuerdan el régimen de Navegación, Practicaje y Pilotaje en el Canal Beagle que se especifica en el referido Anexo Nº 2, Artículos 11° al 16°.

Las estipulaciones sobre navegación en la zona austral contenidas en este Tratado sustituyen cualquier acuerdo anterior sobre la materia que existiere entre las Partes.

Cláusulas finales

Artículo 14°. Las Partes declaran solemnemente que el presente Tratado constituye la solución completa y definitiva de las cuestiones a que él se refiere.

Los límites señalados en este Tratado constituyen un confín definitivo e inconmovible entre las soberanías de la República Argentina y de la República de Chile.

Las Partes se comprometen a no presentar reivindicaciones ni interpretaciones que sean incompatibles con lo establecido en este Tratado.

Artículo 15°. Serán aplicables en el territorio antártico los Artículos 1° al 6° del presente Tratado. Las demás disposiciones no afectarán de modo alguno ni podrán ser interpretadas en el sentido de que puedan afectar, directa o indirectamente, la soberanía, los derechos, las posiciones jurídicas de las Partes, o las delimitaciones en la Antártida o en sus espacios marítimos adyacentes, comprendiendo el suelo y el subsuelo.

Artículo 16°. Acogiendo el generoso ofrecimiento del Santo Padre, las Altas Partes Contratantes colocan el presente Tratado bajo el amparo moral de la Santa Sede.

Artículo 17°. Forman parte integrante del presente Tratado:

a) El Anexo Nº 1 sobre procedimiento de Conciliación y Arbitraje, que consta de 41 artículos;

b) El Anexo Nº 2 relativo a Navegación, que consta de 16 artículos; y las Cartas referidas en los artículos 7° y 10° del Tratado y en los Artículos 1°, 8° y 11° del Anexo Nº 2.

Las referencias al presente Tratado se entienden también hechas a sus respectivos Anexos y Cartas.

Artículo 18°. El presente Tratado está sujetó a ratificación y entrará en vigor en la fecha del canje de los instrumentos de ratificación.

Artículo 19°. El presente Tratado será registrado de conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

En Fe de lo cual, firman y sellan el presente Tratado en seis ejemplares del mismo tenor, de los cuales dos quedarán en poder de la Santa Sede y los otros en poder de cada una de las Partes

Hecho en la Cuidad del Vaticano el veintinueve de noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro.

Dante Mario Caputo.- Jaime del Valle Alliende

Ante mí Agostino Card. Cassaroli

ANEXO Nº 1. 
Capítulo I Procedimiento de Conciliación previsto en el Artículo 5° del Tratado de Paz y Amistad

Artículo 1°. Dentro del plazo de seis meses contados desde la entrada en vigor del presente Tratado las Partes constituirán una Comisión Permanente de Conciliación argentino-chilena, en adelante “la Comisión”.

La Comisión se compondrá de tres miembros. Cada una de las Partes nombrará un miembro, el cual podrá ser elegido entre sus nacionales. El tercer miembro, que actuará como Presidente de la Comisión, será elegido por ambas Partes entre nacionales de terceros Estados que no tengan su residencia habitual en el territorio de ellas ni se encuentren a su servicio.

Los miembros serán nombrados por un plazo de tres años y podrán ser reelegidos. Cada una de las Partes podrá proceder en cualquier tiempo al reemplazo del miembro nombrado por ella. El tercer miembro podrá ser reemplazado durante su mandato por acuerdo entre las Partes.

Las vacantes producidas por fallecimiento o por cualquier otra razón se proveerán en la misma forma que los nombramientos iniciales, dentro de un plazo no superior a tres meses.

Si el nombramiento del tercer miembro de la Comisión no pudiere efectuarse dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este Tratado o dentro del plazo de tres meses de producida su vacante, según el caso, cualquiera de las Partes podrá solicitar a la Santa Sede que efectúe la designación.

Artículo 2°. En la situación prevista en el Artículo 5° del Tratado de Paz y Amistad la controversia será sometida a la Comisión por solicitud escrita, ya sea conjunta o separada de las Partes, o de una de ellas, dirigida al Presidente de la Comisión. En la solicitud se indicará sumariamente el objeto de la controversia.

Si la solicitud no fuere conjunta, la Parte recurrente la notificará de inmediato a la otra Parte.

Artículo 3°. La solicitud o solicitudes escritas por medio de las cuales la controversia se someta la Comisión contendrán, en la medida de lo posible, la designación del Delegado o de los Delegados por quienes la Parte o las Partes de que emanan las solicitudes serán representadas en la Comisión.

Corresponderá al Presidente de la Comisión invitar a la Parte o a las Partes que no hayan designado Delegado a que procedan a su pronta designación.

Artículo 4°. Sometida una controversia a la Comisión, y para el solo efecto de la misma, las Partes podrán designar, de común acuerdo, dos miembros más que la integren. La presidencia de la Comisión seguirá siendo ejercida por el tercer miembro anteriormente designado.

Artículo 5°. Si al tiempo de someterse la controversia a la Comisión alguno de los miembros nombrados por una Parte no estuviere en condiciones de participar plenamente en el procedimiento de conciliación, esa Parte deberá sustituirlo a la mayor brevedad al solo efecto de dicha conciliación.

A solicitud de cualquiera de las Partes, o por propia iniciativa, el Presidente podrá requerir a la otra que proceda a esa sustitución.

Si el Presidente de la Comisión no estuviere en condiciones de participar plenamente en el procedimiento de conciliación, las Partes deberán sustituirlo de común acuerdo, a la mayor brevedad, por otra persona al solo efecto de dicha conciliación. A falta de acuerdo cualquiera de las Partes podrá pedir a la Santa Sede que efectúe la designación.

Artículo 6°. Recibida una solicitud, el Presidente fijará el lugar y la fecha de la primera reunión y convocará a ella a los miembros de la Comisión y a los Delegados de las Partes.

En la primera reunión la Comisión nombrará su Secretario, quien no podrá ser nacional de ninguna de las Partes ni tener en el territorio de ellas residencia permanente o encontrarse a su servicio. El Secretario permanecerá en funciones mientras dure la conciliación.

En la misma reunión la Comisión determinará el procedimiento a que habrá de ajustarse la conciliación. Salvo acuerdo de las Partes, tal procedimiento será contradictorio.

Artículo 7°. Las Partes estarán representadas en la Comisión por sus Delegados; podrán, además, hacerse asistir por consejeros y expertos nombrados por ellas a estos efectos y solicitar los testimonios que consideraran convenientes.

La Comisión tendrá la facultad de solicitar explicaciones a los Delegados, consejeros y expertos de las Partes, así como a las demás personas que estimare útil.

Artículo 8°. La Comisión se reunirá en el lugar que las Partes acuerden y, a falta de acuerdo, en el lugar designado por su Presidente.

Artículo 9°. La Comisión podrá recomendar a las Partes medidas tendientes a evitar que la controversia se agrave o que la conciliación se dificulte.

Artículo 10°. La Comisión no podrá sesionar sin la presencia de todos sus miembros.

Salvo acuerdo en contrario de las Partes, todas las decisiones de la Comisión se tomarán por mayoría de votos de sus miembros. En las actas respectivas no se hará constar si las decisiones han sido tomadas por unanimidad o por mayoría.

Artículo 11°. Las Partes facilitarán los trabajos de la Comisión y le procurarán, en la medida más amplia posible, todos los documentos o informaciones útiles. Asimismo, le permitirán que proceda en sus respectivos territorios a la citación y audiencia de testigos o peritos y a la práctica de inspecciones oculares.

Artículo 12°. Al finalizar el examen de la controversia la Comisión se esforzará por definir los términos de un arreglo susceptible de ser aceptado por ambas Partes. La Comisión podrá, a este efecto, proceder a intercambiar puntos de vista con los Delegados de las Partes, a quienes podrá oír conjunta o separadamente.

Los términos propuestos por la Comisión sólo revestirán el carácter de recomendaciones sometidas a la consideración de las Partes para facilitar un arreglo recíprocamente aceptable.

Los términos de dicho arreglo serán comunicados, por escrito, por el Presidente a los Delegados de las Partes, a quienes invitará a hacerle saber, en el plazo que fije, si los Gobiernos respectivos aceptan o no el arreglo propuesto.

Al efectuar la Comunicación antedicha el Presidente expondrá personalmente las razones que, en opinión de la Comisión, aconsejan a las Partes aceptar el arreglo.

Si la controversia versare exclusivamente sobre cuestiones de hecho, la Comisión se limitará a la investigación de ellas y consignará sus conclusiones en un acta.

Artículo 13°. Una vez aceptado por ambas Partes el arreglo propuesto por la Comisión, se levantará un acta en que constará dicho arreglo, la cual será firmada por el Presidente, el Secretario de la Comisión y los Delegados. Una copia del acta, firmada por el Presidente y el Secretario, será enviada a cada una de las Partes.

Artículo 14°. Si ambas Partes o una de ellas no aceptaren el arreglo propuesto y la Comisión juzgare superfluo tratar de obtener acuerdo sobre términos de arreglo diferentes, se levantará acta firmada por el Presidente y el Secretario, en la cual, sin reproducir los términos del arreglo propuesto, se expresará que las Partes no pudieron ser conciliadas.

Artículo 15°. Los trabajos de la Comisión deberán terminar en el plazo de seis meses contados desde el día en que la controversia haya sido sometida a su conocimiento, a menos que las Partes acuerden otra cosa.

Artículo 16°. Ninguna declaración o comunicación de los Delegados o de los miembros de la Comisión sobre el fondo de la controversia será consignada en las actas de sesiones, a menos que consientan en ello el Delegado o el miembro de quien emana. Por el contrario, serán anexados a las actas de sesiones los informes periciales escritos u orales y las actas relativas a las inspecciones oculares y a las declaraciones de testigos, a menos que la Comisión decida otra cosa.

Artículo 17°. Serán enviadas copias autenticadas de las actas de sesiones de sus anexos a los Delegados de las Partes por intermedio del Secretario de la Comisión, a menos que la Comisión decida otra cosa.

Artículo 18°. Los trabajos de la Comisión no harán públicos sino en virtud de una decisión tomada por la Comisión con el asentimiento de ambas Partes.

Artículo 19°. Ninguna admisión ni proposición formulada durante el curso del procedimiento de conciliación, sea por una de las Parte o por la Comisión, podrá prejuzgar o afectar, en manera alguna, los derechos o pretensiones de una u otra Parte en caso que no prosperare el procedimiento de conciliación. En igual forma, la aceptación por una Parte de un Proyecto de arreglo formulado por la Comisión no implicará, en manera alguna, aceptar las consideraciones de hecho o de derecho en las cuales podría basarse tal arreglo.

Artículo 20°. Terminados los trabajos de la Comisión, las Partes considerarán si autorizan la publicación total o parcial de la documentación relativa a ellos. La Comisión podrá dirigirles una recomendación a este efecto.

Artículo 21°. Durante los trabajos de la Comisión, cada uno de sus miembros percibirá una compensación pecuniaria cuya cuantía se fijará de común acuerdo por las Partes, las cuales la sufragarán por mitades.

Cada una de las Partes pagará sus propios gastos y la mitad de las expensas comunes de la Comisión.

Artículo 22°. Al término de la conciliación, el Presidente de la Comisión depositará toda la documentación relativa a ella en los archivos de la Santa Sede, manteniéndose el carácter reservado de dicha documentación, dentro de los límites indicados en los artículos 18° y 20° del presente Anexo.

Capítulo II Procedimiento Arbitral previsto en el Artículo 6° del Tratado de Paz y Amistad

Artículo 23°. La Parte que intente recurrir al arbitraje lo hará saber a la otra por notificación escrita. En la misma comunicación solicitará la constitución del Tribunal Arbitral, en adelante “el Tribunal”, indicará sumariamente el objeto de la controversia, mencionará el nombre del árbitro elegido por ella para integrar el Tribunal e invitará a la otra Parte a celebrar un compromiso o acuerdo arbitral.

La Parte requerida deberá cooperar en la constitución del Tribunal y en la celebración del compromiso.

Artículo 24°. Salvo acuerdo en contrario de las Partes, el Tribunal Arbitral se compondrá de cinco miembros designados a título personal. Cada una de las Partes nombrará un miembro, que podrá ser nacional suyo. Los otros tres miembros, uno de los cuales será Presidente del Tribunal serán elegidos de común acuerdo entre nacionales de terceros Estados. Estos tres árbitros deberán ser de nacionalidad diferente, no tener residencia habitual en el territorio de alguna de las Partes ni encontrarse a su servicio.

Artículo 25°. Si todos los miembros del Tribunal no hubieren sido nombrados dentro del plazo de tres meses a contar de la recepción de la comunicación prevista en el Artículo 23°, el nombramiento de los miembros que falten será hecho por el Gobierno de la Confederación Suiza a solicitud de cualquiera de las Partes.

El Presidente del Tribunal será designado de común acuerdo por las Partes dentro del plazo previsto en el inciso anterior. A falta de acuerdo tal designación será hecha por el Gobierno de la Confederación Suiza a solicitud de cualquiera de las Partes.

Designados todos los miembros, el Presidente los convocará a una sesión a fin de declarar constituido el Tribunal y adoptar los demás acuerdos que sean necesarios para su funcionamiento. La sesión se celebrará en el lugar, día y hora que el Presidente señale y en ella será aplicable lo dispuesto en el Artículo 34° del presente Anexo.

Artículo 26°. Las vacantes que puedan producirse por muerte, renuncia o cualquier otra causa serán cubiertas en la siguiente forma:

Si la vacante fuera la de un miembro del Tribunal nombrado por una sola de las Partes, dicha Parte la llenará a la brevedad posible y, en todo caso, dentro del plazo de treinta días desde que la otra Parte la invite por escrito a hacerlo.

Si la vacante fuera la de uno de los miembros del Tribunal nombrado de común acuerdo, la vacante se llenará dentro del plazo de sesenta días desde que una de las Partes invite por escrito a la otra a hacerlo.

Si dentro de los plazos indicados en los incisos anteriores no se hubiesen llenado las vacantes referidas, cualquiera de las Partes podrá solicitar al Gobierno de la Confederación Suiza que proceda a hacerlo.

Artículo 27°. En caso de no llegarse a celebrar el compromiso para someter la controversia al Tribunal dentro del plazo de tres meses contados desde su constitución, cualquiera de las Partes podrá someterle la controversia por solicitud escrita.

Artículo 28°. El Tribunal adoptará sus propias reglas de procedimiento, sin perjuicio de aquellas que las Partes pudieren haber convenido en el compromiso.

Artículo 29°. El Tribunal tendrá facultades para interpretar el compromiso y pronunciarse sobre su propia competencia.

Artículo 30°. Las Partes brindarán su colaboración a la labor del Tribunal y le procurarán todos los documentos, facilidades e informaciones útiles. Asimismo, le permitirán que proceda en sus respectivos territorios, a la citación y audiencia de testigos o peritos y a la práctica de inspecciones oculares.

Artículo 31°. El Tribunal tendrá la facultad de ordenar medidas provisionales tendientes a salvaguardar los derechos de las Partes.

Artículo 32°. Cuando una de las Partes en la controversia no comparezca ante el Tribunal o se abstenga de hacer la defensa de su caso, la otra Parte podrá pedir al Tribunal que prosiga las actuaciones y dicte sentencia. Las circunstancia de que una de las Partes se encuentre ausente o no comparezca, no será obstáculo para llevar adelante las actuaciones ni para dictar sentencia.

Artículo 33°. El Tribunal decidirá conforme al derecho internacional, a menos que las Partes hubieren dispuesto otra cosa en el compromiso.

Artículo 34°. Las decisiones del Tribunal se adoptarán por mayoría de sus miembros. La ausencia o abstención de uno o dos de sus miembros no será impedimento para que el Tribunal sesione o llegue a una decisión. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente.

Artículo 35°. La sentencia del Tribunal será motivada. Mencionará los nombres de los miembros del Tribunal que hayan participado en su adopción y la fecha en que haya sido dictada. Todo miembro del Tribunal tendrá derecho a que se agregue a la sentencia su opinión separada o disidente.

Artículo 36°. La sentencia será obligatoria para las Partes, definitiva e inapelable. Su cumplimiento está entregado al honor de las Naciones signatarias del Tratado de Paz y Amistad.

Artículo 37°. La sentencia deberá ser ejecutada sin demora en la forma y dentro de los plazos que el Tribunal señale.

Artículo 38°. El Tribunal no cesará en sus funciones hasta que haya declarado que, en su opinión, se ha dado ejecución material y completa a la sentencia.

Artículo 39°. A menos que las Partes convinieren otra cosa, los desacuerdos que surjan entre las Partes acerca de la interpretación o el modo de ejecución de la sentencia arbitral podrán ser sometidos por cualquiera de las Partes a la decisión del Tribunal que la haya dictado. A tal efecto, toda vacante ocurrida en el Tribunal será cubierta en la forma establecida en el Artículo 26° del presente Anexo.

Artículo 40°. Cualquiera de las Partes podrá pedir la revisión de la sentencia ante el Tribunal que la dictó siempre que se deduzca antes de vencido el plazo señalado para su ejecución, y en los siguientes casos:

1. Si se ha dictado sentencia en virtud de un documento falso o adulterado.

2. Si la sentencia ha sido en todo o en parte consecuencia de un error de hecho, que resulte de las actuaciones o documentos de la causa.

A tal efecto, toda vacante ocurrida en el Tribunal será cubierta en la forma establecida en el Artículo 26° del presente Anexo.

Artículo 41°. Cada uno de los miembros del Tribunal recibirá una compensación pecuniaria cuya cuantía será fijada de común acuerdo con las Partes, las cuales la sufragarán por mitades.

Cada una de ha Partes pagará sus propios gastos y la mitad de las expensas comunes del Tribunal.

Jaime del Valle Alliende.- Dante Mario Caputo
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